ENTREVISTA CON
AMADEO DE FUENMAYOR

FERNANDO DE MEER - ANTONIO VIANA

D. Amadeo de Fuenmayor ha sido objeto de diversos homenajes en
los Gltimos afios, como justo reconocimiento a su trayectoria universitaria'.
Estos homenajes han constituido una buena ocasién para recordar puabli-
camente sus méritos personales y sus aportaciones a la ciencia juridica
espafiola e internacional. Son muy numerosos sus discipulos y las personas
que se benefician de su don de consejo. La dltima distincién honorifica
recibida es la medalla de oro de la Universidad de Navarra (1991), insti-
tucién a la que D. Amadeo ha dedicado sus mejores esfuerzos desde los
comienzos hasta 1987, afio en el que traslad6 su residencia a Roma.

La biograffa universitaria de D. Amadeo es peculiar. A su condicién
de catedratico de derecho civil en Santiago de Compostela y en Pamplona
ha unido la docencia del derecho eclesidstico estatal en la Facultad de
Derecho Canénico de la Universidad de Navarra y la participacién en
diversas iniciativas cientificas en el d4mbito del derecho canénico. Esta
triple condicién de civilista, eclesiasticista y canonista se refleja en sus
numerosas publicaciones, entre las que se cuentan ocho monografias.

Habiamos pensado en su momento que el octogésimo cumpleafios
de D. Amadeo podia ser una buena ocasién para recordar algunos aspectos
de su biografia como eclesiasticista y canonista. Su reciente regreso a
Pamplona ha permitido realizar el proyecto. Hemos recurrido al género
literario de la entrevista —ya utilizado hace afios en «Ius Canonicum»—,
elaborada a partir de un cuestionario escrito y algunas horas de conversa-
cién. La primera parte de la entrevista incluye diversos recuerdos y obser-
vaciones de D. Amadeo, referidas sobre todo a su larga etapa como Deca-
no de la Facultad de Derecho Canénico de la Universidad de Navarra. En
la segunda parte nos habla de su contribucién a la legislacién matrimonial

1. En 1990 fueron reunidos en un volumen los Escritos sobre prelaturas personales del
profesor Fuenmayor, que se publicaron en Pamplona como homenaje de la Facultad de
Derecho Canénico de la Universidad de Navarra con motivo de su 75 cumpleafios. Dos afios
més tarde la editorial Aranzadi publicé en dos volimenes una seleccién de los Estudios de
derecho civil de D. Amadeo, por iniciativa de la Facultad de Derecho de la misma Universi-
dad y de sus numerosos discipulos.
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y a la libertad religiosa del Estado espafiol. Aparte del interés histérico de
los hechos sobre los que informa, destaca en ellos su empefio personal por
asegurar un régimen juridico de libertad, a pesar de las circunstancias
sociales y politicas de la época anterior a la Constitucién de 1978.

—El profesor José Orlandis escribié hace unos afos, en la presen-
tacién de sus Escritos sobre prelaturas personales?’, que usted ha sido
ante todo un civilista, pero que «las circunstancias de la vida» motiva-
ron su posterior dedicacién al derecho canénico.

La afirmacién de José Orlandis sobre mi condicién principal de
civilista es exacta. Habfa ejercido la abogacia, y desde 1943 fui catedrético
de Derecho Civil en Santiago de Compostela. Pero pronto tuve también
compromisos que me acercaron al derecho canénico. Por ejemplo, en 1953
fui nombrado Vocal de la Comisién para la aplicacién del Concordato
entre el Gobierno Espafiol y la Santa Sede. Dos afios més tarde fui nom-
brado Vocal permanente de la Comisién General de Codificacién del
Ministerio de Justicia. Cito estos datos porque la participacién en aquellas
Comisiones se concreté a menudo en la elaboracién de dictdmenes sobre
temas de derecho matrimonial. Asi fui interesdndome cada vez més por los
aspectos relacionados con el régimen juridico del matrimonio civil y cané-
nico, y por la problemitica general de la libertad religiosa.

—Pero ademis de esas cuestiones coyunturales, {tenia usted al-
gun interés personal en su acercamiento al derecho canénico y al dere-
cho eclesiastico del Estado?

La verdad es que si. Tenia la preocupacién de cooperar con mi
trabajo a que la nocién de libertad religiosa fuese recibida en la sociedad
espafiola. Era una recepcién muy necesaria, pero también dificil, porque
nos encontrdbamos en un Estado confesional, con una legislacién que no
reconocia realmente aquel derecho.

—En 1967 se incorpora usted a la Universidad de Navarra. Y lo
hace in utroque iure, como civilista y como canonista...

Me incorporé a la Facultad de Derecho de la Universidad de Na-
varra como Ordinario de derecho civil, que era mi especialidad universita-
ria. Pero yo habia recibido la ordenacién sacerdotal en 1949 y ademsis,

2. ]. ORLANDIS, Prélogo a A. DE FUENMAYOR, Escritos sobre prelaturas personales, Pam-
plona 1990, p. 11.
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como ya he dicho, tenfa inquietudes positivas sobre la libertad religiosa y
una cierta experiencia en el estudio y aplicacién del sistema matrimonial.
Todo eso me hacia estar en condiciones de colaborar en la Facultad de
Derecho Canénico, que habia sido erigida en 1960.

—Desde el afio de su incorporacién a la Universidad de Navarra
fue usted Decano de la Facultad de Derecho Canénico, pero ide qué
materias se encargd?, {cudles fueron sus ocupaciones docentes?

Mi colaboracién docente fue original, ya que me encargué a partir
de aquel curso de la asignatura de Derecho Eclesidstico del Estado, sin
tradicién en los planes de estudio de las Universidades espafiolas. De
hecho, como escribi6 Pedro Lombardfa, yo fui titular durante afios de la
Gnica cédtedra de Derecho Eclesidstico existente en Espafia’. Esto era per-
fectamente explicable en el contexto de la Facultad de Derecho Candnico
de Pamplona, en la que hubo desde el primer momento una estrecha
colaboracién entre civilistas y canonistas. Resulté hasta paradéjico en este
sentido que durante algunos afios el Decano de la Facultad de Derecho de
Pamplona fuese un canonista —Javier Hervada—, mientras que yo mismo
—un civilista— ocupaba por las mismas fechas el decanato de la Facultad
de Derecho Canénico.

—Los afios en que usted estuvo como Decano de la Facultad
(1967-1989) coincidieron con una actitud recelosa y a veces critica en
relacion con el derecho canénico. {Cree que aquella situacién ha sido
ya superada?

La situacién fue efectivamente muy dura, muy dificil. Desde la
perspectiva que da el paso de los afios se ve la sinrazén programadtica que
suponia la pretendida oposicién entre derecho y renovaciéon eclesial. Ha- -
blo de sinrazén programdtica porque hay que tener en cuenta las circuns-
tancias del momento: habia un claro vacio normativo que ocasionaba una
gran inseguridad en la vida de la Iglesia. Aquel vacio intenté colmarse
mediante la propuesta de soluciones puramente «pastorales», que eran
presentadas como alternativa al derecho.

Me parece que esta situacién ha sido superada, pero no totalmente.
Desde mi experiencia como consultor del Consejo Pontificio para la inter-
pretacién de los textos legislativos puedo decir que algunas cuestiones que

3. Cfr. P. LOMBARDIA, en AA. VV., Derecho Eclesidstico del Estado espafiol, Pamplona
1980, p. 145.
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se plantean actualmente ante el Consejo recuerdan aquello, la supuesta
antinomia entre derecho y pastoral. En toda esta materia lo importante es
entender el derecho como un elemento imprescindible en la Iglesia, pero
al mismo tiempo el derecho debe tener siempre un sentido instrumental.
Est4 al servicio de la misién de la Iglesia.

—Entre las actividades promovidas por la Facultad en aquellos
afios destacé por su importancia la organizacién del III Congreso Inter-
nacional de Derecho Canénico en 1976. i{Podria hablarnos de su con-
tribucién a aquella reunién cientifica?

En aquel Congreso yo no participé como ponente, ni siquera presen-
té comunicacién alguna. Mi aportacién consistié en alentar a los profeso-
res de la Facultad a vivir aquella aventura. Fue realmente una aventura
llena de audacia. Hasta entonces los congresos se habfan celebrado en
Italia y no teniamos experiencia. De todos modos, yo conocia a las perso-
nas que estaban conmigo y me habfa convencido de que éramos capaces
de organizarlo. El trabajo de la Facultad ya era conocido a través de las
colaboraciones de Ius Canonicum, pero aquel Congreso de 1976, dedicado
a la norma canénica, fue algo especial. En primer lugar lo fue para la
canonistica. Se traté el tema central de la época: las relaciones entre el
derecho canénico y la pastoral. No sélo se valoraron problemas de orden
exegético, sino también y sobre todo metodolégicos. Pero ademds fue para
la Facultad el comienzo de una nueva etapa llena de entusiasmo y buen
hacer, la ocasién de intensas relaciones profesionales entre los profesores
de Pamplona y tantos congresistas de todo el mundo. Asistieron las figuras
mds importantes del derecho canénico y el ambiente fue de gran cordiali-
dad. Recuerdo muy bien aquella pequefia fiesta taurina que se organizé y
el papel de anfitrién que tan bien ejercié Pedro Lombardfa.

—Desde aquel congreso hasta aqui han cambiado mucho las
cosas. {Hay continuidad entre la Facultad de 1976 y la de 19962

Claro que la hay, aunque efectivamente han cambiado muchas co-
sas. Aquella etapa de los principios se ha ido consolidando con el trabajo
de los profesores. Pedro Lombardia y Javier Hervada fueron las figuras
sobresalientes, los grandes maestros. Ellos han dejado una estructura muy
sélida. De su colaboracién surgi6é por ejemplo el Instituto Martin de Azpil-
cueta, que ha servido de cauce para las publicaciones periédicas promovi-
das por la Facultad. Ha editado cerca de 150 titulos en su coleccién
canénica. Por culpa de esos maestros la Facultad estd ahora mejor que
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nunca. No hay mds que mirar a esa gran expresién de trabajo en equipo
que es el reciente Comentario Exegético al CIC, en seis volimenes.

—En la dltima ordenacién general de los planes de estudio de las
Facultades de derecho en Espafia, el derecho canénico no ha sido
considerado como asignatura «troncal», de preceptiva docencia. Si lo
ha sido en cambio el derecho eclesiastico del Estado. {Qué opina sobre
esta situacién? '

El estudio del derecho canénico en las Facultades de derecho nada
tiene que ver con la profesién de la fe catélica. Es una cuestién profunda-
mente cultural y un elemento de mucho valor para la formacién del
jurista. Aparte de la vigencia que tenga en el ambito civil, no se puede
desconocer la armonia entre ambos derechos a lo largo de muchos siglos.
Por lo que se refiere al derecho eclesidstico, me parece que es una discipli-
na todavia no centrada: de hecho viene estudidndose casi exclusivamente
a partir de las normas juridicas del Estado, con un planteamiento radical-
mente positivista, sin atencién suficiente al fundamento de las normas, ni
al ideal al que debe servir el derecho, ni a consideraciones histéricas. Eso
produce como resultado que con frecuencia la verdadera temitica se des-
conozca.

—Sobre la base de su experiencia en la formacién de futuros
canonistas, {qué considera mais importante para el especialista en el
derecho de la Iglesia: la formacién juridica general o la formacién
teolégica?

Sin una formacién teolégica, eclesiolégica, no se puede cultivar el
derecho canénico, precisamente porque es derecho de la Iglesia. El cano-
nista tendria una concepcién tal vez original, pero no real. A propésito de
las disputas metodolégicas que han tenido lugar en los dltimos afios sobre
las relaciones entre teologfa y derecho canénico, veo que ha sucedido lo
que es habitual en los grandes debates con contendientes de altura. Se
suele terminar, tras un cierto desfallecimiento, con una solucién no tanto
ecléctica, sino m4s bien luminosa, porque se aceptan de buen grado las
" aportaciones de una y otra parte.

—Permitanos una pregunta sobre la orientacién de sus trabajos:
icual es la razén de que sea usted tan amigo de la monografia, y huya
en cambio del tratado y de intervenir en los grandes debates metodo-
l6gicos?
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Bueno, no es que yo sea enemigo del tratado. Los tratados y manua-
les tienen una importancia grande en la ciencia juridica. Pero es verdad
que siempre he querido ser un jurista que se enfrenta con problemas reales
de la vida civil, del derecho del Estado, de la vida de la Iglesia. Quiero
entenderlos y aportar alguna solucién. Procuro no detenerme en los con-
ceptos, sino orientar mi actividad de jurista hacia la aplicacién del dere-
cho. Esta actitud explica el criterio con que me enfrento a las cuestiones
tedricas y también la seleccién de los temas en los que trabajo.

—(Y de qué temas se ocupa actualmente?

Hay un problema que me interesa particularmente desde hace algu-
nos afios. Se trata de lo que ha venido a llamarse el divorcio opcional; es
decir, si es planteable y de qué manera en una sociedad pluralista, que
admite legal y socialmente la disolucién del matrimonio por el divorcio, el
reconocimiento juridico de la opcién por un matrimonio indisoluble. A ver
si de ese modo puede llegarse a un entendimiento entre divorcistas y
antidivorcistas. He tratado el tema en algiin articulo y en una conferencia
reciente en la Academia de Jurisprudencia y Legislacién.

Abhora estoy preparando otro estudio sobre la materia a partir de dos
nuevas razones: el caso reciente del referendum sobre el divorcio en Irlan-
da, donde la poblacién se manifesté dividida al cincuenta por ciento, y la
enciclica Evangelium vitae, en la que Juan Pablo II plantea, a propésito del
aborto, el problema de las relaciones entre moral y derecho civil. El Papa
explica ademds la doctrina del «mal menor». Aborda la cuestién de las
leyes que la doctrina cientifica reciente llama «leyes imperfectas», es decir,
aquellas que se presentan como posibles formas de legislacién alternativa,
«menos malas» que otros proyectos de ley u otras leyes ya vigentes. Es el
caso, por ejemplo, de un proyecto de ley mas restrictivo del aborto frente
a otra ley mds permisiva. En esta misma linea se plantean las propuestas
para implantar el «divorcio opcional», con objeto de paliar los graves
efectos de una legislacién que admita el d1vorc1o para todo matrimonio,
sin posible excepcién.

—Dejemos por ahora su faceta de canonista. Usted ha seguido de
cerca la praxis del derecho eclesidstico en Espafia. {Cual fue su partici-
pacién en la reforma legislativa para la aplicacién del Concordato de

19531

Intervine como miembro de la Comisién Concordataria y como
vocal de la Comisién General de Codificacién. La Comisién Concordataria
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se creb en el dmbito del Ministerio de Justicia®. Se trataba de dar cumpli-
miento a las estipulaciones del Concordato de 1953. Lo cierto es que esa
comisién asesora llevé a cabo una tarea muy intensa. Se celebraron 125
sesiones en las que se estudiaron, por ejemplo, la personalidad juridica de
las asociaciones religiosas, la adaptacién del Cédigo Civil, el privilegio del
fuero, la actualizacién del Cédigo Penal, el régimen penitenciario para los
sacerdotes incriminados, la inscripcién de bienes de capellanfas. Pero lo
que ocupb mayor tiempo en los estudios de la Comisién Concordataria fue
el tema matrimonial.

—Y usted, si no estamos mal informados, intervino especialmente
en este Gltimo tema, es decir, en la reforma de la legislacién matrimonial...

Asi es, como miembro de aquella Comisién me correspondié tratar
especialmente de las consecuencias del Concordato en el sistema matrimo-
nial espafiol. Mds adelante tuve ocasién de analizar, en dos libros, la
reforma del sistema matrimonial espafiol de 1958°. Pero pienso que bastara
hacer referencia a algunas cuestiones claves.

—Por ejemplo: ien qué términos estaba planteada la cuestién del
matrimonio sometida al dictamen de la Comisién concordataria?

Les ahorro las cuestiones de procedimiento®. En sustancia, de lo que
se trataba era de fijar con precisién el criterio que habia de inspirar la
acomodacién del ordenamiento espafiol a lo exigido por el Concordato.
Alli habfa sobre todo dos estipulaciones fundamentales’, una sobre el

4. Se constituy6 por Orden de 8 de febrero de 1954.

5. Los titulos de dichas publicaciones son: El sistema matrimonial espariol (Comentario al
articulo 42 del Cédigo Civil), (Madrid, Reus, 1959) y El matrimonio y el Concordato espaiiol,
Discurso de ingreso en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislacién (10.V1.1963).

6. La Comisién Concordataria formulé un dictamen acerca del anteproyecto de reforma
del Cédigo Civil en materia matrimonial, para armonizar sus preceptos con los del Concor-
dato, que fue remitido por el Ministro Iturmendi al Presidente de la Comisién General de
Codificacién el 15 de enero de 1955; y el 8 de febrero de ese mismo afio era remitida la
nueva redaccién propuesta para el articulo 82 del Cédigo civil (Inscripcién y ejecucién en el
Registro Civil de las Sentencias de Tribunales Eclesidsticos sobre el matrimonio en el 4mbito
de su competencia). La Comisién permanente de la Comisién General de Codificacién
acordé el 8 de febrero remitir esos documentos para estudio e informe a la Seccién Primera.
El Ministro envi6 también el dfa 19 de febrero otro dictamen de la Comisién Concordataria,
con la propuesta de reformar o suprimir algunos preceptos del Cédigo Penal, que fue
trastalado a la Seccién 2.* (Cfr. ]J.F. LASSO GAITE, Crénica de la codificacién Espaiiola, 4,
Codificacién civil, Volumen I (Madrid 1974), p. 725).

7. a) «El Estado espafiol reconoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado segiin
las normas del Derecho Canénico» (art. XXIII). b) «En materia de reconocimiento de
matrimonio mixto entre personas catélicas y no catélicas, el Estado pondrd en armonifa su
propia legislacién con el Derecho canénico» (Protocolo en relacién con el art. XXIII).
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reconocimiento de plenos efectos civiles del matrimonio canénico y otra
sobre la exigencia de armonizar la legislacién del Estado con la legislacién
de la Iglesia en materia de matrimonios mixtos.

Pero quedaba planteada una cuestién muy importante que habia
que resolver; precisamente, la relacién que dentro del ordenamiento del
Estado corresponde al matrimonio canénico y al matrimonio civil. El
Estado era confesional, pero nada decfa el Concordato del caso de dos
personas que no profesaran la religién catélica aunque hubieran recibido
el bautismo en la Iglesia catélica.

—{Cual era en ese momento la posicién del derecho civil del
Estado en esta materia?

El sistema matrimonial vigente en Espafia en 1953 estaba definido
por dos tipos de normas: unas, mas fundamentales, que formaban parte del
Cédigo civil, entre las que descollaba por su importancia el art. 42; otras
eran de rango inferior, de indole m4s contingente, de caricter reglamenta-
rio, que constitufan una interpretacién de ese precepto.

El art. 42 tenfa una caracteristica importante. Permitfa una interpre-
tacién gubernativa abierta, mediante el concepto legal de «no profesar la
religién catélica». Dentro de ciertos limites ofrecfa una previsién de tole-
rancia para el matrimonio civil de personas que segin el Derecho de la
Iglesia Catdlica estaban obligadas a la forma sustancial canénica.

—Y cudl era la posicién de los autores, de la doctrina juridica?
{Con qué alcance pensaban que debia ser modificado el sistema matri-
monial civil?

La doctrina cientifica ofrecié opiniones diversas, pero en lo funda-
mental se reducian a dos criterios. Para buen nimero de autores, el Con-
cordato reclamaba llevar al Cédigo Civil la norma del canon 1099 del
Cédigo canénico entonces vigente?, de modo que no se reconociese més

8. El canon 1099 el CIC de 1917 establecfa: «§ 1. Estan obligados a guardar la forma
determinada en los cdnones anteriores: 1.° Todos los que han sido bautizados en la Iglesia
catélica y todos los que se han convertido a ella de la herejia o del cisma, aunque tanto éstos
como aquellos la hayan después abandonado, si es que contraen matrimonio entre sf; 2.°
Estos mismos, si contraen matrimonio con acatélicos, estén bautizados o no, aunque hayan
obtenido dispensa del impedimento de mixta religién o del de disparidad de cultos. 3.° Los
orientales, si contraen con latinos obligados a guardar esta forma. § 2. Quedando firme lo
que se prescribe en el parrafo 1.°, nim. 1.°, los acatélicos, tanto los bautizados como los no
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clase de matrimonio para los bautizados en la Iglesia Catélica que el
canénico. Habia desde luego fundamentos legales para esta opinién rigo-
rista’.

Para otro grupo ‘de autores, sin embargo, la lectura de las estipula-
ciones del Concordato debia hacerse teniendo en cuenta estrictamente los
supuestos contemplados en ellas. Estos autores entendieron, claro est4,
que el art. 23 del Concordato pedia el reconocimiento de plenos efectos
civiles al matrimonio celebrado segin las normas del Derecho canénico.
Pero entendian también que el Estado espafiol podia reconocer en algunos
casos efectos civiles a los matrimonios celebrados al margen de las dispo-
siciones canénicas. Su principal argumento fue que el Protocolo acotaba
un supuesto concreto —«el matrimonio mixto entre personas catélicas y
no cat6licas»—, y s6lo para este supuesto se pedia que el Estado pusiera
su legislacién en armonia con el Derecho canénico. O sea, que ésta era la
Gnica exigencia clara y terminante del Concordato.

Esta segunda linea interpretativa fue la adoptada en el seno de la
Comisién concordataria, que en su dictamen propuso un nuevo texto del
art. 42. No se abandoné para eso la linea de tolerancia que fue base de la
redaccién del primitivo texto, negociado con la Santa Sede en 1888.

—{C6émo afectaba esta linea interpretativa al texto del Cdédigo
Civil que estaba entonces en proceso de reforma?

En realidad, el texto del Cédigo civil exigia la forma sustancial
canoénica s6lo en el caso de que ambos contrayentes profesaran la religion
catblica. El Protocolo en cambio pedfa, de modo expreso, que no se
permitiera el matrimonio civil tampoco en el caso de que uno de los
contrayentes no profesara la religién catdlica y el otro si. Con esta linea

bautizados si contraen matrimonio entre sf, en ninguna parte estdn obligados a observar la
forma canénica del matrimonio».

9. Invocaron, como fundamento de esta opinién rigorista, varios articulos del Concorda-
to: el art. 1 que proclamaba la confesionalidad *#el Estado espafiol; el 23, por el que se
reconocian plenos efectos civiles al matrimonio celebrado segin las normas del Derecho
canénico; el 35, ntim. 2, en cuanto que prevenia que «las materias relativas a personas y
cosas eclesidsticas de los que no se ha tratado en los articulos precedentes, serdn reguladas
segin el Derecho canénico vigente». Se invocaba, junto a estas estipulaciones, la declara-
cién del Protocolo final, en relacién con el art. 23: «En materia de reconocimiento de
matrimonio mixto entre personas catdlicas y no catélicas, el Estado pondrd en armonia su
propia legislacién con el Derecho canénico». Esta exigencia, poner en armonia la legislacién
del Estado con el Derecho canénico, pedfa, segtin todos los intérpretes de este primer grupo,
una normativa secular conforme al canon 1099, que hiciera desaparecer en absoluto la
desarmonia existente entre los ordenamientos canénico y civil.
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interpretativa se evitaba desde luego una interpretacién del art. 42 que
permitiera el matrimonio civil cuando se tratara de «matrimonio mixto»,
o sea cuando uno de los contrayentes fuese catdlico y el otro no. Pero se
dejaba abierta la puerta a la tolerancia en caso de que ninguno de ellos
profesara la religién catdlica.

—Pasemos a los trabajos de la Comisién general de Codificacién.
{Fue aceptado el dictamen de la Comisién concordataria?

Recuerdo que las reuniones semanales de la Comisién general de
Codificacién para la reforma del Cédigo civil —en la Seccién primera,
donde yo me encontraba integrado— dieron comienzo el 23 de febrero de
1955, Fuimos designados ponentes D. Eloy Montero y yo. Algunos miem-
bros de la Seccién defendimos la aplicacién de un régimen de tolerancia,
en la misma linea del dictamen de la comisién concordataria. Con este
criterio quedd redactado y aprobado, en la Seccién primera, el proyecto
del art. 42'. Este articulo autorizaba el matrimonio civil cuando podia
acreditarse que ninguno de los contrayentes profesaba la religién catdlica.

—El texto de ese articulo, iexigia la aprobacién de la Santa Sede?

Efectivamente, pronto se vio la necesidad de obtener la aquiescen-
cia de la Iglesia a la férmula de tolerancia que habfamos propuesto. El
Vocal Jorddn de Urries, que era Director General de los Registros, ya
habfa manifestado que se estaba trabajando en esa direccién®. Otro Vocal,

10. Hay que distinguir el trabajo que realizaron las Secciones y el resultado de las
deliberaciones del Pleno. La Seccién primera estudié el dictamen emitido por la Comisi6n
Concordataria acerca de la reforma del Cédigo civil; y la seccién 2. la propuesta de la
Comisién concordataria de reformar o suprimir algunos preceptos del Cédigo penal. Una vez
concluido el trabajo de las Secciones, los respectivos dictdmenes fueron sometidos al pleno
que se celebré durante los dfas 4 y 5 de junio de 1956.

11.  Fue aprobado en la sesién celebrada por la Seccién primera, el 23 de marzo de 1955,
en los términos siguientes: «Articulo 42. La ley reconoce dos clases de matrimonios: el
candnico y el civil.

»El matrimonio habr4 de contraerse canénicamente cuando uno al menos de los contra-
yentes profese la religién catélica. Se autorizard el matrimonio civil cuando se acredite
documentalmente o por declaracién jurada que ninguno de los contrayentes profesa la
Religi6én Catélica».

El texto que aprobaron las Cortes espafiolas en 1958 estaba levemente modificado; se
sustituy6 la expresién «se acredite documentalmente o por declaracién jurada» por «se
pruebe».

12. En la sesién del 2 de marzo el Sr. Jorddn de Urrfes manifesté que «segn sus
informaciones, ya el problema capital de la concordia estd en vias de discusién, trabajando
en su logro asf la Comisién concordataria como la Autoridad ministerial».
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Pérez Serrano, en la sesién del 23 de marzo, manifest6 su opinién de que
esta materia (es decir, la aceptacién de la tolerancia) fuese resuelta entre
el Gobierno y la Santa Sede”. Yo me adheri, como Vocal Ponente, a la
opinién de Pérez Serrano.

—iSe suscitaron discusiones en torno al articulo 42 en el Pleno
de la Comisién general de Codificacion?

El Pleno tuvo lugar los dias 4 y 5 de junio de 1956. El anteproyecto
de reforma del Cédigo civil, tal y como lo habfamos formulado en la
Seccién primera, sufrié un ataque frontal con la enmienda de D. Manuel
de la Plaza, el dia 5. Yo tuve que responder a esa enmienda como Vocal
Ponente. La enmienda pretendia en definitiva impedir el régimen de tole-
rancia'*. Cualquier matrimonio que no se celebrase de acuerdo a las previ-
siones del canon 1099 deberia considerarse nulo. La enmienda advertia
adem4s la posibilidad de conflictos en el futuro, en caso de un segundo
matrimonio canénico de quien habfa contraido antes matrimonio civil. Ese
primer matrimonio serfa nulo para la Iglesia, pero tenia relieve civil. Se
alegaba también la Orden de 10 de marzo de 1941, que era contraria al

13. En la sesién de 23 de marzo, el Vocal Pérez Serrano «manifiesta que a su entender
lo que procederd hacer para situar en su realidad el conflicto presente, médxime teniendo en
cuenta la noticia particularmente ofrecida a la Seccién por el Vocal sefior Jorddn de Urries
de que el Gobierno estd ya en relacién a este fin con la Santa Sede, es sefalar al sefior
Ministro las dificultades y gravedad del problema planteado, que deben resolver, a su juicio,
las Altas partes contratantes».

En sesiones posteriores la Seccién primera prosiguié en el estudio del Dictamen de la
Comisién Concordataria (arts. 75, 80, 82 y 86 del Cédigo civil, complementarios del art. 42)
y abordé el estudio de otra cuestién exigida por el Concordato: la reforma del requisito de
la licencia y consejo paternos para la celebracién del matrimonio.

14. En sustancia los argumentos de la enmienda eran los siguientes: a) Que se temen
conflictos en lo sucesivo por pretender —con efectos civiles— un segundo matrimonio con
tercera persona quien esté casado sélo civilmente al amparo del art. 42; segundo matrimonio
canénico amparado por el art. 23 del Concordato; b) Que se echa en falta en el anteproyec-
to (y por eso se pide en la enmienda) un precepto que establezca una nueva nulidad por
razén de haberse observado en el primer matrimonio una forma distinta de la que debi6
cumplirse; en rigor, por haberse contraido matrimonio civil por quien debié contraerlo
canénico (en otro caso, no hay posibilidad de efectuarlo); c) Que tal es el criterio que acoge
la Orden de 10 de marzo de 1941; d) Que tal es también el parecer de los tratadistas que
después del Concordato han estudiado el sentido en que debia reformarse el art. 42 y han
llamado la atencién sobre este extremo concreto de la nulidad y hasta han propuesto la
adicién de un segundo pérrafo que llenase el vacio y hasta inclusive lo han redactado.
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régimen de tolerancia, y la doctrina de algunos tratadistas, que también lo
era.

— Y cuadl fue su respuesta a estas objeciones?

En mi respuesta hice notar que la Orden de 1941 (entonces vigen-
te) era légica y también lo eran los tratadistas, porque ellos seguian una
linea de pensamiento que exigfa la norma de nulidad. La Orden de 1941
pretendié exigir la forma canénica a todos las obligados a ello por el canon
1099. La nulidad en ese caso es légica porque cierra todo el sistema con
una garantfa. También eran légicos los tratadistas que tenfa en cuenta el
Sr. de la Plaza, pues defendfan la aplicacién en su integridad del Cédigo
de Derecho Canénico como si- el Concordato lo exigiera.

Pero hice ver que de lo que se trataba era de mejorar la férmula del
antiguo art. 42 y de mantener sin innovar la linea de tolerancia que sirvié
para la redaccién del nuevo art. 42. Para ello adem4s nos ofrecia una base
el mismo Concordato, en el Protocolo final.

—De todas maneras, D. Amadeo, eso no dejaba de constituir un
problema para un Estado confesional como la Espafia de los afios 50...

Desde luego se planteaba un problema grave, porque un Estado
catélico como era el espafiol (y esto lo decfan algunos tratadistas) no podia
en su legislacién reconocer como vilidos aquellos matrimonios que consta
con certeza que son nulos ante Dios y ante la Iglesia. Y si no podia
reconocerlos como vilidos tampoco podia reconocerles efectos civiles. Por
eso conclufan:que el Estado espafiol debfa llevar en toda su pureza a su
ordenacién civil la norma contenida en el canon 1099.

Nuestra fé6rmula de tolerancia abria la posibilidad de contraer en
ciertos casos matrimonio civil a personas obligadas por la legislacién de la
Iglesia a contraer en forma candnica. Esos casos habfan venido concret4n-
dose, a lo largo de m4s de medio siglo, mediante normas reglamentarias.
Indudablemente se daba una discrepancia ante el ordenamiento civil y el
de la Iglesia. Pero en eso consiste precisamente la tolerancia.

La tolerancia viene aconsejada por poderosas razones de politica
legislativa, puesto que las leyes se dictan para que sean aplicadas. La
norma del canon 1099 (iba a ser aplicable si se acogia integra en el Cédigo
civil?; ise avendrian a observar la forma canénica, por ejemplo, dos protes-
tantes por el solo hecho de que uno de ellos pertenecié en algin tiempo a
la Iglesia Catélica?; ipuede el Estado ponerles en la alternativa de que
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contraigan matrimonio canénico o que su unién sea un concubinato? Eran
razones naturales y sociales demasiado fuertes para no ser atendidas.

—{Hubo que encontrar alguna solucién al hipotético caso de un
segundo matrimonio canénico después de un primer matrimonio civil?

Efectivamente, como consecuencia de la tolerancia que proponia-
mos surgia esta hipétesis. Podfan existir matrimonios civiles, en todo correc-
tos al amparo del art. 42, que resultaran nulos ante el Derecho Canénico.
{Cabra un segundo matrimonio con tercera persona?! En via de principio,
si. Pero, {con efectos civiles?

Se queria evitar el conflicto mediante una norma de nulidad. Se nos
pedia una norma de nulidad para sancionar la infraccién de una norma
obligatoria que no existia en el Cédigo civil. Si existia en el Derecho
candnico, pero justamente nosotros evitdbamos su obligada aplicacién en
el fuero civil. Si se miran los textos de los arts. 42 y 86 propuestos se verd
que no se impone, sino que se autoriza la forma civil, para que si quieren
los contrayentes eludan la forma que imponia el canon 1099; y como esta
norma candnica no existfa impuesta en el Cédigo civil, no podia dictarse
una norma de nulidad que sancionara su infraccién. Todo esto nos estaba
diciendo que habia que volver a negociar (como antafio) la férmula del
art. 42 con la Santa Sede.

Por congruencia con el sistema de tolerancia, no admitimos la nuli-
dad de los matrimonios tolerados. Pero para evitar el conflicto originado
por la posibilidad de que uno de estos contrayentes celebrara matrimonio
canénico vélido con tercera persona, mantuvimos la norma del art. 51 del
Cédigo civil, como norma bésica del sistema matrimonial: «no produciré
efectos civiles el matrimonio canénico o civil cuando cualquiera de los
cényuges estuviese ya casado legitimamente». La privacion de efectos
civiles que sancionaba el art. 51 trataba de prevenir la bigamia civil que,
en otro caso, produciria el segundo matrimonio candnico.

—{Tuvo al fin la aprobacién del Pleno el régimen de tolerancia?

Manifesté al Sr. de la Plaza el ruego que retirase su enmienda «con
objeto de dejar al Gobierno amplio margen para las negociaciones con su
Santidad». El requerimiento fue acogido y se retiré la enmienda. Después
se sometié a votacion el Proyecto, que quedé aprobado por el Pleno.

—Finalmente se hizo necesaria la negociacién con la Santa Sede.
{Cémo se llevé a cabo?
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Se trata de un dato de interés, poco conocido. En la reforma del
Cédigo Civil tuvo un influjo muy importante una trabajosa negociacién
del Gobierno con la Santa Sede. Se llevé con la natural reserva. Al fin,
después del intercambio de varias notas verbales, quedé despejado el ca-
mino para que en el sistema matrimonial espafiol (una vez cumplida la
exigencia de revisar el régimen aplicable a los «matrimonios mixtos entre
catblicos y no catélicos») se mantuviese, dentro de ciertos limites, el
criterio-de tolerancia, que habfa acogido el Cédigo civil en su famoso
articulo 42. Esa negociacién oficiosa hizo posible el Decreto de 26 de
octubre de 1956, por el que se modificaban varios articulos del Reglamen-
to del Registro civil, que vino a ser una «disposicién puente», porque su
finalidad era preparar la reforma del Cédigo Civil y de la legislacién
registral.

—Pero, D. Amadeo, iera estrictamente necesaria la negociacién
con la Santa Sede? Es decir, {el nuevo texto del art. 42 suponia una
quiebra del Concordato?

En rigor no suponfa ninguna quiebra. Para dar cumplimiento a las
obligaciones contraidas por el Estado en el Concordato no era necesaria la
negociacién con la Santa Sede. Para dar satisfaccién al Protocolo final (en
relacién con el art. 23 del Concordato) bastaba modificar el art. 42 del
Cédigo civil con una férmula que excluyera la posibilidad del matrimonio
civil cuando uno de los contrayentes profesara la religién catélica. Esa era
la férmula propuesta por la Comisén Concordataria, tal como fue aproba-
da por la Comisién General de Codificacién y acogida en la Ley del 58.

Sin embargo, se prevefan criticas por parte de quienes habian defen-
dido una interpretacién del Concordato en un sentido rigorista, incompa-
tible con cualquier margen de tolerancia.

—Y esa negociacién, ireporté algin beneficio?

Aunque la negociacién no era necesaria, a mi juicio fue muy opor-
tuna, como pudo comprobarse una vez publicado el Decreto del Ministerio
de Justicia de 1956. Ese decreto presupone el mantenimiento de una
posible tolerancia. Consideraba especialmente el caso de «personas que,
bautizadas en la Iglesia Catélica o convertidas a ella de la herejia o del
cisma, hubiesen apostatado posteriormente»; se autoriza a esas personas la
celebracién del matrimonio civil dentro del supuesto previsto en el art. 42
del Cédigo, a pesar de estar obligadas por el canon 1099 a contraer en
forma canédnica.
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El Decreto fue duramente criticado por algunos (probablemente sin
saber que habfa sido objeto de negociacién en la Santa Sede). Pensaban
que constitufa un atropello del derecho eclesidstico y que no estaba en
conformidad con la ley de Dios y la tradicién catélica de la nacién espa-
fiola. Pero se olvidaba entre otras cosas que, justamente por entonces, Pio
XII habfa urgido la aplicacién de los criterios de tolerancia y la necesidad
de ponderar especialmente los factores de orden internacional®.

—Hasta ahora se ha referido usted al dictamen de la Comisién
Concordataria sobre la reforma del Cédigo civil. Pero la Comisién
emitié también un informe sobre la reforma o supresiéon de algunos
preceptos del Cédigo penal. {En qué consistia ese informe?

Efectivamente, la Comisién Concordataria formul6é también un dic-
tamen complementario'®, con la propuesta de reformar o suprimir algunos
preceptos del Cédigo penal. El Concordato pedia la reforma del requisito
de la licencia y consejo paternos para la celebracién del matrimonio". En
esta estipulacién el Concordato sélo pedia la reforma de los preceptos
correlativos del Cédigo civil, no exigfa de modo explicito la reforma del
Cédigo penal. Pero la Comisién Concordataria entendié que, por una
razén de congruencia, el Estado debfa reformar el Cédigo penal, por propia
iniciativa, en aquellas normas que tenfan su presupuesto en las normas
civiles afectadas por el Concordato. Asf se lograba una mejor armonizacién
con el espiritu de las disposiciones concordatarias. Segin el sentir de la
Iglesia, las leyes deben respetar al maximo la libertad de contraer matri-
monio, y de contraerlo libremente con tal o cual persona.

—I{Qué suerte corrié esta propuesta?

Fue rechazada por la Seccién 2.* de la Comisién general de Codifi-
cacién. Alegaron que el Concordato no exigia expresamente que se supri-
mieran los arts. 474-477 del Cédigo penal referentes a los matrimonios
ilegales ni que se modificara el art. 478. Fui yo el Gnico miembro de la

15. Discurso a los juristas catélicos italianos, 6.X11.1953.

16. Este segundo dictamen fue remitido el 19 de febrero de 1955 a la Seccién 2.* de la
Comisién General de Codificacién, para estudio e informe. De este segundo dictamen no
tuvo noticia oficial la Seccién primera, por lo que sus miembros s6lo pudieron manifestar su
parecer en el Pleno celebrado el 4 de junio de 1956.

17. «Las normas civiles referentes al matrimonio de los hijos tanto menores como mayo-
tes, serdn puestas en armonfa con lo que disponen los cdnones 1034 y 1035 del Cédigo de
Derecho canénico» (Apartado B del Protocolo final en relacién con el art. 23 del Concor-
dato).
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Comisién Concordataria que pude defender nuestra propuesta, que como
digo habia sido rechazada de plano. Esto me llevé a formular (con fecha
18 de mayo de 1956) una extensa enmienda a ese dictamen’®. En el pleno
del 4 de junio la Seccién 2.* formul6 un voto particular que era una amplia
réplica a la enmienda que yo habfa formulado. No querfan derogar los
articulos mencionados y pensaban que habfa que ser inflexibles en la
tutela penal del matrimonio®. Tampoco estaban de acuerdo con la dero-
gacién del articulo 473 del Cédigo Penal®. Yo habfa hecho notar que ese
articulo constitufa una «decidida limitacién» a la libertad de contraer
matrimonio, pero el voto particular de la Seccién 2.* no lo entendia asi®'.

—{Por qué dice usted que el art. 473 del Cédigo penal constituia
una «decidida limitacién» de la libertad de contraer?

18. Enmienda al Dictamen elaborado por la Seccién Segunda de la Comisién General de
Codificacién sobre revisién de algunos articulos del Cédigo Penal planteada por la Comisién
Concordataria, Madrid 18 de mayo de 1956. Archivo Ministerio de Justicia, Comisién
General de Codificacién.

La enmienda al dictamen elaborado por la Seccién Segunda tenfa como una de sus ideas
claves que ni la Iglesia ni el Estado pueden «coaccionar a los que contrajeron matrimonio
anulable para convalidarlo bajo la amenaza de una sanci6én penal» (Enmienda p. 14).
Consideraba que «la libertad que tanto la Iglesia como el Estado en su legislacién civil deja
a los contrayentes para pedir la anulacién del matrimonio, no puede necesariamente ir
acompafiada, para el cényuge que solicite la anulacién en lugar de acogerse a la dispensa,
por una sancién penal grave» (Enmienda, p. 14) pues «se darfa el absurdo de que mientras
el Tribunal civil ampara (por aplicacién del art. 102 del Cédigo civil) la demanda de nulidad
del matrimonio civil contraido con impedimento dispensable, el Cédigo penal, por no pedir
la dispensa le impone la pena de prisién menor» (Enmienda p. 16). Esto llevaba, entre otras
razones, a solicitar la supresién del articulo 473 del Cédigo Penal «por constituir una
limitacién a la libertad de contraer matrimonio» (Enmienda p. 16).

19. Algunos pérrafos de ese voto particular nos dan una idea de las convicciones que
sustentaban esos preceptos. Por ejemplo se decfa: «Queremos también en el inicio de esta
réplica reiterar con firmeza la creencia, ya expresada en el dictamen impugnado, que: la
tutela de la moralidad y legitimidad del matrimonio, son trascendente misién estatal que
debe ser cumplida con inflexible energia, acudiendo si es preciso a la sancién penal».

20. El articulo 473 del Cédigo de Derecho Penal decfa: «El que contrajere matrimonio
mediante algin impedimento dispensable, serd castigado con una multa de 1000 a 2500
pesetas. Si por culpa suya no revalidare el matrimonio previa dispensa, en el término que los
Tribunales designen, serd castigado con la pena de prisi6n menor, de la cual quedard
relevado cuando se revalide el matrimonio».

21. Se argumentaba: «(la enmienda de Fuenmayor) conceptiia que el ataque al principio
de libertad, perturba en mayor grado el orden piblico, que la celebracién de matrimonios
cuando median impedimentos. Con sélo recordar el axioma moral de que ninguna verdadera
libertad debe apoyarse en lo ilicito, queda en rigor destruida la tesis de la enmienda (...)»
(Voto particular formulado por la Seccién 2.* (Comisién General de Codificacién) en el
pleno celebrado el dfa 5 de junio de 1956. Archivo Comisién General de Codificacién,
Ministerio de Justicia).
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Ese articulo castigaba con multa a quien contrajera con un impedi-
mento dispensable. Y si no revalidaba el matrimonio tras la dispensa «en
el término que los tribunales designen» se agravaba la pena con prisién
menor. Yo hacfa notar en la enmienda que ni la Iglesia ni el Estado podian
coaccionar bajo la amenza de sancién penal a contraer nuevo matrimonio
a los que habfan contraido un matrimonio anulable. Eso, a mi juicio,
constitufa el ataque m4s directo a la libertad de contraer matrimonio.
Pero, como he dicho, estas argumentaciones estaban muy lejos del modo
de concebir el asunto por parte de algunos miembros de la Seccién segun-
da de la Comisién general®.

—{Fue finalmente aprobada la enmienda?

La enmienda fue aprobada y se rechazé el voto particular de la
Seccién 2.2 El articulo 473 era un anacronismo juridico, lo mismo que el
resto de los articulos para lo que se solicitaba derogacién. Se imponia no
penalizar el matrimonio celebrado ilegalmente precisamente para hacer
posible la libertad de contraer matrimonio vélido. Después tuve ocasién de
escribir sobre ello®. Quizd lo m4s llamativo era que mis propuestas encon-
traran alguna dificultad en prosperar. Pero esas dificultades reflejan muy
bien un clima vivo entonces, una mentalidad que consideraba oportuna la
accién punitiva del Estado para el cumplimiento de obligaciones de con-
ciencia.

—Han pasado cuarenta afios desde entonces. {Con qué tono
recuerda esa época?

Los recuerdos que prevalecen son muy agradables, de intenso traba-
jo y de amistad con muchos colegas. En 125 sesiones se aprende mucho.

22. La Secci6n 2.* consideraba a modo de sintesis que la «legislacién tradicional en la
materia y el propio contenido intrinseco del art. 473 del Cédigo penal, son motivos conjun-
tos que aconsejan e imponen la subsistencia del expresado articulo» (Voto particular, cit.).

23. «El derogado art. 473 era una evidente coaccién ejercida por el Estado sobre los que
contrajeron matrimonio nulo para convalidarlo bajo la amenaza de una sancién penal. [...]
La coaccibn se ejerce, segin el planteamiento legal, en dos etapas: primero, como amenaza
de imponer prisién si, dentro del término sefialado por el Tribunal no solicita el contrayente
del matrimonio ilegal la dispensa del impedimento; luego pasado el término, se le pone en
prisién y entonces se impresiona con mds fuerza al delincuente, a quien se le coloca en el
trance de elegir entre dos libertades: la de ir por la calle o la de contraer matrimonio vélido
con la persona que desee. La alternativa resulta paradéjica, pero es evidente: o ligarse
definitivamente con una persona determinada o continuar en prisién» (El Matrimonio y el
Concordato espaiiol, Discurso de ingreso en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislacién
(10.V1.1963), p. 150).
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Usted pregunta por recuerdos; dentro de los recuerdos menudos no se me
puede olvidar que aprendi por ejemplo el significado de una palabra a la
que se daba bastante importancia en el trabajo de la Comisién General de
Codificacién: el monstruo.

—El monstruo?

Si, se decia muchas veces: «ihan traido ya el monstruo?», «ipodria
usted preparar el monstruo?». Se comentaba al comienzo y al final de las
sesiones. Yo no alcanzaba a entender lo que querfan decir. Pensaba que
serfa una persona muy excepcional, o tal vez un animal curioso. Por fin se
lo pregunté a un colega veterano. Me dijo con cierta sorna que no me
preocupara, que asi solfan llamar a la redaccién de un primer texto que se
encarga al que es designado como ponente. Luego pude comprobar al
consultar un diccionario de sinénimos que, junto a los muchos significados
negativos con que puede utilizarse la palabra «monstruo» (aborto, engen-
dro, espantajo, etc.), hay también algunos claramente positivos como «em-
brién» o «esbozo». En ambas Comisiones, la Concordataria y la Comisién
General de Codificacién, me correspondié en mas de una ocasién ofrecer
a mis compareros el correspondiente «monstruo», el primer boceto de
nuestro dictamen.

—Si le parece, avancemos unos afios. El 28 de junio de 1967 se
promulga en Espafia la Ley de Libertad Religiosa. Usted tuvo también
una intervencién activa en el proceso de su elaboracién. {Podria poner-
nos al tanto de los precedentes de esa ley?

Si se trata de hablar de los precedentes hay que referirse sin duda al
anteproyecto de Ley sobre la condicién juridica de las Confesiones acat6-
licas en Espafia. Fue presentado por Fernando Marfa Castiella, Ministro de
Asuntos Exteriores, al Consejo de Ministros que se celebré el 10 de
septiembre de 1964. Este anteproyecto habfa recibido la conformidad de
una Comisién de Arzobispos designada por la Conferencia de Metropolita-
nos de Espafia. El anteproyecto trataba de definir un estatuto juridico para
los acatdlicos. Un estatuto que hiciera posible el méximo de libertad que
permitia el régimen de tolerancia establecido en el Fuero de los espafioles.
El Ministro Subsecretario de la Presidencia, Luis Carrero Blanco, hizo unas
objeciones muy serias al anteproyecto.
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—(En qué argumentos se basaba la oposicién de Carrero Blanco?

Carrero argumenté a partir de la fe catélica como aglutinante de la
unidad politica. En su mentalidad habfa una unidad indisoluble entre la
profesién religiosa catélica y la conciencia nacional. Permitame leer algu-
nas frases de su texto, que lleva fecha de 18 de septiembre de 1964*:
«Nuestra unidad politica se asienta fundamentalmente sobre nuestra uni-
dad religiosa y todo aquello que atente a ésta atenta evidentemente a la
primera». Carrero opinaba adem4s, seglin un modo de pensar frecuente en
aquellos momentos, que el reconocimiento de la libertad religiosa suponia
el reconocimiento del error. Y asf lo hacfa constar en el texto. La conclu-
sién era que «en modo alguno, debe promulgarse la Ley propuesta». Bas-
taban unas instrucciones del Ministro de la Gobernacién a los Gobernado-
res civiles para tolerar el culto privado de las confesiones religiosas, prohi-
biéndoles todo proselitismo, en aplicacién del art. 6 del Fuero de los
Espanoles?®.

—En esa fecha (es decir, en septiembre del 64) estaba ya avanza-
do el Concilio Vaticano II...

Si, y precisamente esto da una idea de las dificultades que podia
encontrar la aprobacién de una ley de libertad religiosa. Eran dificultades
manifiestas en sectores politicos del régimen de Franco y también de la
opinién publica. Las objeciones de Carrero aparecen formuladas por mu-
chos otros a lo largo de todo el proceso que conduce a la implantacién del
régimen de la libertad religiosa propiciado por el Concilio. El Consejo de
Ministros en su reunién del 30 de septiembre acordé esperar a la decisién
del Vaticano II sobre la libertad religiosa para debatir el proyecto Castiella.

24. Un resumen de las premisas sobre las que se asienta ese texto podria ser el siguiente:
a) «La unidad de nuestra fe catélica [...] constituyé el verdadero aglutinante de nuestra
unidad politica»; b) Franco habfa manifestado en su discurso de fin de afio en diciembre de
1963: «La unidad catélica de Espafia es la m4s preciosa joya moral de nuestro pueblo»; c) el
segundo de los principios fundamentales del régimen politico espafiol decfa: «La Nacién
espafiola considera como timbre de honor el acatamiento a la Ley de Dios, segtin la doctrina
de la Santa Iglesia Catélica Apostélica y Romana, tnica verdadera y fe inseparable de la
conciencia nacional, que inspirari su legislacién»; en razén de este principio Carrero opinaba
que no se podia establecer un estatuto juridico que supusiera un reconocimiento del error,
y d) «Nuestra unidad politica se asienta fundamentalmente sobre nuestra unidad religiosa y
todo aquello que atente a ésta atenta evidentemente a la primera».

25. El art. 6 del Fuero de los Espafioles establecfa la proteccién oficial para la practica y
profesién de la Religién catélica, establecfa también que «Nadie serd molestado por sus
creencias religiosas ni en el ejercicio privado de su culto. No se permitirdn otras ceremonias
y manifestaciones externas que las de la Religién Catélica».
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—Pero icree usted que cabia mantener en Espafia simplemente
un régimen de tolerancia?

Si no se queria caer en una profunda contradiccién no se podia
continuar desde luego con el régimen de tolerancia civil, por grande que
fuera el alcance de la tolerancia. Pero lo cierto es que al terminar el
Concilio Vaticano II el sistema vigente en Espafia responde a ese esquema.
Era el esquema ideal presentado por los pontifices, desde Leén XIII a Pio
XII: el Estado es confesionalmente catélico y el ordenamiento civil acoge
la nocién legal de tolerancia. La confesionalidad y la tolerancia se reiteran

en el Concordato de 1953.

—Antes de seguir con el proceso juridico y politico de la aproba-
cién de la ley de libertad religiosa, {podria distinguir entre el régimen
de tolerancia y el régimen de libertad? Aunque resulte muy conocido
parece un tema crucial.

Es un punto de capital importancia que vale la pena comentar.
Tolerancia civil y libertad religiosa son dos especies de un solo género: dos
ediciones, podrfamos decir, del régimen juridico civil que tiene por objeto
fijar la esfera de autonomia de las personas y de las comunidades. Hist6ri-
camente la libertad religiosa ha venido a sustituir en el Magisterio de la
Iglesia a la tolerancia.

La nocién de tolerancia, segin la doctrina tradicional catélica, par-
te de un presupuesto dogmitico, es decir, de la distincién entre el bien y
el mal, entre la verdad religiosa y el error. El mal se tolera. En ese sentido
la tolerancia significa dar a la norma civil un cierto sello dogmaético reli-
gioso. Significa también calificar como mal lo que es objeto de tolerancia,
aunque se estime buena la tolerancia en sf (para evitar males mayores, o
conseguir un bien, con causa proporcionada). '

La nocién de libertad religiosa responde a una orientacién distinta
que la tolerancia civil. No son nociones contradictorias, pero en el régi-
men de libertad religiosa la norma juridica tuteladora de la libertad se
abstiene de calificar los credos religiosos, salvo en lo que mira a sus
relaciones con el bien comitn (y especialmente con el orden publico). Y
deja que los stbditos del Estado consideren en conciencia sus deberes
personales para con Dios. De esos deberes, intencionadamente, no se hace
cuestién civil. '

—Y eso supone cambiar la perspectiva desde un punto de vista
teol6gico-dogmatico a otro que podriamos llamar de derecho natural...
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Asi es, la Declaracién del Vaticano II ha formulado la libertad
religiosa como un derecho natural. La libertad por lo tanto constituye una
veritas y un bonum, que han de ser acogidos positivamente. Aun en el caso
de que la materialidad de un régimen de tolerancia civil fuese tan amplia
como la que pudiera darse en un régimen de libertad religiosa, eso no serfa
suficiente para aplicar de modo adecuado la doctrina de la Declaracién
Dignitatis humanae, que postula con términos inequivocos® el expreso re-
conocimiento civil del derecho natural.

—Usted decia sin embargo que tolerancia y libertad religiosa no
son contradictorias. {Qué quiere decir que no lo son?

No son contradictorias en un orden puramente prictico. Podria
llegarse materialmente a un estatuto juridico de idéntico contenido sobre
la base del desarrollo de una norma constitucional de tolerancia que con
el respaldo de una norma de igual rango constitucional tuteladora del
principio de libertad religiosa. Sin embargo, aun en el supuesto de que
ambos estatutos resultaran en la practica de contenido idéntico, diferirian
por su fundamento. Responden a dos enfoques diversos entre si.

—Volvamos al caso espaiiol. {Qué dificultades habia que superar
para la efectiva implantacién en Espafia de un régimen de libertad
religiosa, en los términos requeridos por el Vaticano II?

Las dificultades no eran pequefias. Correspondian a dos é6rdenes
distintos. En primer lugar habia una objetiva dificultad social. Estaba
arraigada en la sociedad espafiola una tradicién refractaria a lo que cons-
titufa la entrafia del nuevo concepto conciliar de libertad religiosa. Por lo
tanto, habfa que procurar una renovacién de los espiritus, habfa que crear
un clima favorable al respecto por parte de todos, de los ciudadanos y de
los grupos sociales.

Pero adem4s era necesario que el derecho de libertad religiosa fuese
garantizado, en su contenido minimo indispensable, por el ordenamiento
civil. Y el ordenamiento civil vigente era también refractario a la recep-
cién efectiva del principio de libertad religiosa en los términos de la

26. «Pertenece esencialmente a la obligacién de todo poder civil proteger y promover los
derechos inviolables del hombre. El poder piblico debe, pues, asumir eficazmente la protec-
cién de la libertad religiosa de todos los ciudadanos por medio de justas leyes y otros medios
adecuados» (Dignitatis humanae, n. 6, b).
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Declaracién conciliar. La legislacién espafiola se movia dentro del binomio
«confesionalidad con tolerancia».

—Qué significaba exactamente ese binomio?

Significaba que la legislacién espafiola llevaba a cabo una formula-
cién enfatica de la confesionalidad y establecia un régimen complementa-
rio de tolerancia de contenido minimalista. Pero la Declaracién conciliar
pedia la libertad religiosa para todas las personas y para todas las confesio-
nes religiosas. S6lo admitfa (en sustitucién del principio de confesionalidad
catéblica del Estado) la posibilidad de conceder a una comunidad religiosa
un especial reconocimiento en la ordenacién civil si simultdneamente se
respetaba y reconocia la libertad de los demds ciudadanos y comunidades®.

Este modo de ver las cosas estaba lejos de ser el que mantenia el
ordenamiento juridico espafiol. La confesionalidad catélica del Estado se
declaraba en distintos preceptos legales de carécter constitucional y con-
cordado. Adems4s, poco antes del Concilio Vaticano II se habia reiterado
en un texto muy enfitico: el nimero II de la Ley de 17 de junio de 1958
de Principios Fundamentales del Movimiento. Ya he indicado que ese
texto habfa sido invocado por Carrero, el 18 de setiembre de 1964%, para
cuestionar el proyecto de Castiella que pretendfa dar un mayor contenido
al régimen de tolerancia establecido en el Fuero de los Espafioles.

—Pero si el Estado espafiol se manifestaba solidario con la doc-
trina de la Iglesia catélica no deberia haber problema para aceptar el
régimen de libertad, porque después del Concilio la libertad religiosa
era ya doctrina catélica...

Asi fue, un tanto paradéjicamente. Ese segundo principio fundamen-
tal del régimen politico fue el principal factor operativo que actué en el
ordenamiento civil para dar satisfaccién a lo que el Concilio demandaba.
Ese principio (de confesionalidad catélica en grado superlativo) exigia
inspirar la legislacién en la doctrina de la Iglesia. Y la libertad religiosa
formaba parte ya de la doctrina catélica.

27. «Si, en atencién a peculiares circunstancias de los pueblos se otorga a una comuni-
dad religiosa determinada un especial reconocimiento civil en el ordenamiento juridico de la
sociedad, es necesario que al mismo tiempo se reconozca y respete a todos los ciudadanos y
comunidades religiosas el derecho a la libertad en lo religioso» (Dignitatis humanae, n. 6, c).

28. Vid. nota 24.



ENTREVISTA CON AMADEO DE FUENMAYOR 335

Pero la dificultad practica no era pequefia. Para derogar o modificar
las normas fundamentales se requeria, adem4s del Acuerdo de las Cortes,
el referendum de la Nacién. De todos modos estas dificultades fueron
superadas y asi se llegd a la modificacién del art. 6 del Fuero de los
Espafioles, por la Ley Organica de 10 de enero de 1967, aprobado previo
referendum. Esta reforma permitié6 que se promulgase la Ley de Libertad
Religiosa de 28 de junio de 1967.

—{Podria aclarar en qué términos se modificé el art. 6 del Fuero
de los Esparioles?

El Fuero de los Espafioles, en el art. 6 establecia que «la profesién y
practica de la Religién Catélica, que es la del Estado Espafiol, gozard de
proteccién oficial». El segundo pérrafo afiadfa que «nadie podr4 ser moles-
tado por sus creencias religiosas o por el ejercicio privado de su culto. No
se permitirdn otras ceremonias ni manifestaciones externas que las de la
Religién Catélica».

Este segundo apartado daba a la tolerancia un contenido muy exi-
guo, incompatible a todas luces con lo que requeria la Declaracién Digni-
tatis humanae. '

La nueva redaccién de este art. 6 aprobado en 1967 mantenia sin
alteracién el apartado primero (que proclamaba la confesionalidad catélica
del Estado); y daba acogida a un régimen de libertad en el nuevo apartado
segundo: «el Estado asumir4d la proteccién de la libertad religiosa, que se
garantizard por una eficaz tutela juridica que, a la vez, salvaguarde la
moral y el orden ptblico».

—Decia usted que hacia falta un cambio de mentalidad social
para comprender el alcance de la libertad religiosa. {Cual fue su prime-
ra actuacién publica para tratar de la libertad religiosa?

Mi primera intervencién piblica sobre una cuestién relacionada con
la libertad religiosa tuvo lugar unos meses antes de aprobarse la declara-
cién conciliar. Se celebré6 en Salamanca, del 8 al 12 de septiembre de
1965, el V Congreso Internacional de Juristas Catélicos, organizado por
Pax Romana, y dedicado al estudio de la libertad religiosa. Para aquel
Congreso preparé un trabajo titulado «La libertad religiosa y el Ius nubendi
en el ordenamiento espafiol». En ese estudio anticipé mi criterio sobre la
nocién de libertad religiosa, y contemplé su incidencia en el sistema ma-
trimonial espafiol.
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Para entonces ya era conocida la orientacién de los proyectos que
estudiaba el Concilio. En aquella ocasién recordé?” que la libertad religiosa
era una exigencia de la dignidad humana, un postulado de Derecho natu-
ral, que se imponfa al Estado. El Estado debia garantizar a las personas una
esfera de autonomia en todo lo que toca a la profesién de sus creencias
religiosas. Sefialé también el minimo de inmunidad que exige el derecho
de libertad religiosa. Recuerdo que indiqué los d&mbitos de inmunidad que
debia garantizar el ordenamiento civil: el derecho a la libertad de fe, a la
libertad de culto, a la libertad de asociacién religiosa, a la propaganda
religiosa, y los derechos religiosos de cardcter familiar como la celebracién
del matrimonio y eleccién de escuelas.

—Inmunidad de coaccién e incompetencia del Estado ante el
fenémeno religioso. {Pero podia considerar el Estado con esa asepsia la
realidad catélica de la sociedad espafiola de los afios sesenta? (Podia
considerar irrelevante la situacién social masivamente catélica?

La incompetencia del Estado no significa exactamente asepsia. Los
hechos sociales, cuando verdaderamente lo son, son siempre relevantes.
Yo me preocupé de sefialar en aquella ocasién, y siempre lo he hecho, que
no podia olvidarse la dimensién social del tema. El criterio supremo que
informa la produccién de normas juridicas del Estado es el bien comin

29. Se citan a continuacién algunos parrafos del trabajo que ponen de relieve expresa-
mente las ideas comentadas en el texto:

«[la libertad religiosa es] una exigencia de la dignidad humana, un postulado de Derecho
natural, que impone al Estado el deber de garantizar a las personas una esfera de autonomia
en todo lo que toca, directa o indirectamente, a la profesién de sus creencias religiosas. Se
trata de un derecho de inmunidad [...]»

«[es preciso resaltar] la dimensién social del tema, que exige contemplarlo desde el punto
de vista del bien comin temporal, en cuanto éste es el criterio supremo informador de la
produccién de normas juridicas por parte del Estado»

«[...] el hecho religioso cuando enraiza en la vida social (y llega a ser por eso un hecho
social), merece ser considerado por el ordenamiento profano, por ser entonces también un
elemento de la vida presente que forma parte del bien comin temporal».

«[lo anteriormente indicado] lleva consigo la necesidad de que la libertad religiosa sea
reconocida por los Estados de manera positiva, atendiéndose a las circunstancias reales de
cada sociedad civil, segtin la variedad de supuestos de hecho posibles, ya que la dimensién
religiosa de la persona humana es un elemento integrante del bien comin temporal.

»Pues logrado el objetivo de conseguir un estatuto justo que ampare a los individuos y a
las minorfas contra cualquier exceso del poder civil, el principio de libertad religiosa es
perfectamente compatible con un régimen civil que dispense un trato preferente a la religién
comin de los ciudadanos, y esto aunque se aceptara el principio politico-juridico de la
incompetencia del Estado en tema de opcién religiosa».
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temporal. Cuando el hecho religioso enraiza en la vida social (y llega a ser
por eso un hecho social), merece ser considerado por el ordenamiento
juridico civil. Es un elemento que forma parte del bien comin temporal.
Este modo de ver las cosas lleva consigo que el Estado reconozca la
libertad religiosa de manera positiva, que se atenga a las circunstancias
reales de cada sociedad civil. La dimensién religiosa de la persona humana
es un elemento integrante del bien comin temporal.

Como digo, en aquella reunién de Salamanca me preocupé de hacer
notar esto. Era preciso conseguir un estatuto justo que amparase a los
individuos y a las minorfas contra cualquier exceso del poder civil, pero el
principio de libertad religiosa era perfectamente compatible con un régi-
men civil que dispensara un trato preferente a la religién comtn de los
ciudadanos. Incompetencia del Estado no es lo mismo que irrelevancia del
hecho social.

Con el paso de los afios veo que estas ideas referentes a la dimen-
sién social del derecho del libertad religiosa tienen actualidad. La actitud
del legislador ante las consecuencias sociales del hecho religioso no puede
traducirse en desconocer la dimensién religiosa de la persona humana.

—D. Amadeo, en aquella ocasién el tema de su ponencia fue el
derecho al matrimonio. {Cémo incidia este tema en el dmbito de la
libertad religiosa?

En aquella intervencién puse de manifiesto cémo el articulo 42 del
Coédigo civil, modificado en 1958, era armonizable con un régimen de
libertad religiosa. Bastaba una interpretacién amplia del modo de probar
que ninguno de los contrayentes profesaba la religién catdlica.

—{Participaban miembros de otras confesiones cristianas en aquel
Congreso de Salamanca?

Voy a contarles una anécdota que para mi es entrafiable. Mediado
el Congreso, concretamente el dia 10, los participantes fuimos invitados
"por el alcalde a una recepcién. La recepcién incluia una capea, en una
dehesa préxima a Salamanca. Se llamaba «Agustinez». Alli se toreaban
frecuentemente vaquillas en un tentadero. Dicho sea entre paréntesis,
entre los diestros que torearon hubo dos ilustres canonistas, Lamberto de
Echeverrfa y Pedro Lombardfa. Fueron moderadamente corneados.

Al regresar a Salamanca para la Gltima sesién de la tarde, el coche
en el que yo viajaba sufri6 una averia. Nos recogié muy amablemente el
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coche que venia detrds. Al empezar a hablar, uno de los ocupantes del
vehiculo, Enrique Miret Magdalena, a quien yo conocfa, me presenté a los
ministros de confesiones no catélicas que viajaban con él.

A dltima hora de la tarde, cuando tuve que intervenir, quise aludir
especialmente a la presencia de aquellos hermanos separados que nos
honraban con su presencia, aunque no tuvieran una representacioén oficial.
La emocién entre los asistentes fue grande y aquellos invitados recibieron
un gran aplauso™®.

— iIntervino usted en otros actos publicos después del Congreso
de Salamanca?

Si, sobre todo después de que se aprobé el Decreto conciliar sobre
libertad religiosa. A partir de entonces habfa que iniciar una intensa
actividad de pedagogia de la doctrina conciliar. Recuerdo que pronuncié
un ciclo de conferencias en la Universidad de Navarra, del 10 al 15 de
enero de 1966. En el Instituto Central de Cultura Religiosa Superior de
Madrid, el 16 de febrero de ese mismo afio, planteé la conveniencia de que
se promulgara en Espafia un Estatuto de libertad religiosa. Poco mds
adelante, en el mes de abril, en unas declaraciones a la revista «Mundo
Cristiano», insisti por ejemplo en las consecuencias, tanto personales como
sociales, que llevaba consigo en el ordenamiento juridico espafiol la apli-
cacién del principio de libertad réligiosa.

—Volvamos si le parece a los prolegémenos de la legislacién de
1967. iQué sucedié con aquel anteproyecto de ley presentado por Cas-
tiella al Consejo de Ministros en 1964?

En realidad hasta 1966 no hubo cambios de entidad. El 22 de marzo
de 1966 Castiella envi6 a Antonio Marfa Oriol, que era Ministro de
Justicia, un estudio comparativo de las tres versiones que se habfan prepa-
rado. Dos anteproyectos procedian de Asuntos Exteriores y uno de Justi-
cia. En Asuntos Exteriores lo llamaban «Anteproyecto de ley sobre la
condicién juridica de los acatélicos en Espafia» y en el Ministerio de
Justicia «Anteproyecto de Ley regulando el ejercicio de la libertad religiosa
establecida en el articulo 6 del Fuero de los espafioles». Al mes siguiente
se recibié un anteproyecto de libertad religiosa preparado en la Embajada
de Espafia en Roma, y que trataba de integrar estos textos.

30. Cfr. diario «Ya», 11.1X.1965, p. 27.
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El tema capital, en razén del peculiar ordenamiento juridico espafiol
y de las caracteristicas de la sociedad espafiola en 1966, consistia en
regular el derecho civil a la libertad religiosa a la vez que se mantenia la
confesionalidad del Estado espafiol, y el deseo de conservar la llamada
«unidad catélica de Espafia».

—Eso significaria entonces cambiar el binomio «confesionalidad
con tolerancia» por el binomio «confesionalidad con libertad». Este
segundo binomio {arrastr6 problemas de formulacién?

Arrastré problemas de muy diversa indole. Por una parte la confe-
sionalidad del Estado exigfa la aplicacién en Espafia del Decreto conciliar.
A partir de entonces el régimen de libertad religiosa era una consecuencia
derivada del cardcter confesional del Estado espafiol. Pero un sector signi-
ficativo de la sociedad espafiola consideraba que el caricter confesional
del Estado debia ser un limite al derecho de libertad religiosa. El Concilio
sin embargo no habia dicho eso®. En los anteproyectos preparados por el
Ministerio de Exteriores®? y por el Ministerio de Justicia®® puede rastrearse
este mismo problema; y también en el que habfa preparado la Embajada
espafiola ante la Santa Sede, para el que trabajé mucho Antonio Garri-
gues. La compatibilidad entre confesionalidad del Estado y derecho a la
libertad religiosa no resultaba facil de formular. La unidad religiosa catéli-
ca del pafs podia convertirse en una cldusula limite para el ejercicio del

derecho de libertad.

Por ejemplo, el art. 1 del anteproyecto del Ministerio de Justicia
contenfa un dltimo epigrafe que respondia al deseo de garantizar la «uni-
dad catélica de Espafia», deseo que por otra parte habia sido formulado
por Pablo VI al Ministro de Justicia Antonio Marfa Oriol en la audencia
concedida a finales de noviembre de 1965. Pablo VI le dijo entonces que
«la unidad catdlica debe ser celosa y vigilantemente protegida».

31. -Vid. texto de la Decl. Dignitatis humanae, 6, en nota 27

32. El «Anteproyecto de Bases para los acatélicos en Espafia» preparado por el Ministe-
rio de Exteriores, decfa en su art. 29: «Los derechos reconocidos en la presente Ley no
tendrdn més limites que los impuestos por el respeto a la moralidad publica, el acatamiento
del orden publico y constitucional vigente, el respeto debido a la religién catélica y a su
Jerarquia y el respeto debido a los ministros legalmente autorizados de los cultos acatélicos»

33. En su articulo 1.° decfa: «El Estado reconoce la libertad religiosa como un derecho
natural fundado en la dignidad de la persona humana.

»Todo creyente podra solicitar de los 6rganos del Estado la proteccién necesaria para no
ser perturbado en el uso legitimo de ese derecho.

»El ejercicio del mismo no podr4 atentar a la unidad espiritual, nacional y social de Espafia
ni a la convivencia, la paz o la moralidad publicas».
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; —{Cuidl fue su aportacién al anteproyecto de Ley de libertad
religiosa?

Participé como vocal de una Comisién mixta del Ministerio de
Asuntos Exteriores y del Ministerio de Justicia. Recuerdo muy bien a todos
los que la componfan®. Estaba presidida por Alfredo Lépez, Subsecretario
de Justicia y participaba también Antonio Garrigues, Embajador ante la
Santa Sede. La Comisién tuvo como material de trabajo los anteproyectos
preparados en el Ministerio de Asuntos Exteriores y en el Ministerio de
Justicia. De ellos se sirvié la Comisién para preparar el anteproyecto de
Ley de libertad religiosa. Trabajamos en un clima de gran entendimiento
y con mucha serenidad®. Fueron dieciocho sesiones las que se emplearon
en la elaboracién del anteproyecto de Ley, desde el 6 de junio al 4 de julio
de 1966. El resultado de esos trabajos fue el «anteproyecto de Ley del
ejercicio del derecho de libertad religiosa», terminado en el. mes de julio

de 1966.

A lo largo de las sesiones intervine a propésito de temas muy diver-
sos. Por ejemplo para plantear un estudio sistemético del articulado, o para
sugerir el mantenimiento del matrimonio civil subsidiario®*. Formé parte,
con Marcelino Oreja, de una ponencia para estudiar el régimen por el que
habfan de regirse las Asociaciones confesionales no catélicas’’. También
intervine en el debate sobre la prueba de profesar o no una fe religiosa®,
formando una ponencia con Gabriel Cafiadas.

—En el seno de la Comisién ¢hubo pareceres contrarios, hubo
polémica?

No, ya le digo que el clima fue no sélo cordial y sereno, sino de
acuerdo unédnime. De esto tengo una experiencia personal que es a la vez
un testimonio de esa compenetracién que tenfamos.

34. Estaba presidida por Alfredo Lépez, Subsecretario de Justicia. Formaban parte como
vocales, ademés de Amadeo de Fuenmayor: Antonio Garrigues, Rafael Balbin, Laureano
Pérez Mier, Ramén Lamas Lourido, José Marfa Moro, Gabriel Cafiadas, Marcelino Oreja,
Esteban Ferndndez. Actuaba como Secretario Manuel Tallada.

35. Al finalizar las sesiones, el 4 de julio de 1966, el Subsecretario de Justicia felicité a
la Comisi6én por el modo en que las posturas «eran modificadas por la fuerza de los razona-
- mientos; y esto gustosamente y sin reservas».

36. «(...) sin perjuicio de modificar las normas reglamentarias en las que se articulen los
medios de prueba de la acatolicidad en forma que no atente a la dignidad de la persona
humana, base del derecho de libertad religiosa» (Sesién dia 6-VI-1966).

37. Sesién de 13-VI-1966.

38. Sesion de 14-VI-1966 y sesién de 21-VI-1966.
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Cuando ya se habfa aprobado el anteproyecto por el Consejo de
ministros, concretamente el 25 de febrero del 67, yo escribi una carta al
director de Le Monde®. Fue respuesta a un articulo que Marcel Niedergang
habia escrito el 2 de febrero. En ese articulo me «adjudicaba» un criterio
integrista en el trabajo que habfa realizado en el seno de la Comisién
técnica Asuntos Exteriores-Justicia.

Esa carta estaba escrita el dia en que la prensa espafiola daba la
noticia de que el Consejo de Ministros habia acordado remitir a las Cortes,
con caracter de proyecto de ley, el texto que habfamos elaborado. Yo
explicaba en la carta que podia asegurar, sin riesgo de ser desmentido, que
todas las propuestas fueron adoptadas por unanimidad, y ademds en un
clima lleno de cordialidad.

En la carta explicaba también, porque no podia dejar de hacerlo,
que mi posicién personal en el tema de la libertad religiosa era bien
notoria. La habfa manifestado de modo ptblico e incansablemente, no sélo
como una ayuda técnica para la confeccién de un anteproyecto de ley,
sino con el 4nimo de contribuir a un cambio de mentalidad de la sociedad
espafiola. Un cambio de mentalidad que afectaba no sélo a la aceptacién
de la libertad religiosa, sino a la aceptacién de la libertad en todos los

39. Los parrafos més significativos de la carta decian: «[...] le escribo justamente hoy, en
el dfa en que la prensa espafiola da la noticia —para mi muy satisfactoria— de que el
Consejo de Ministros ha acordado remitir a las Cortes el texto por nosotros elaborado con
el cardcter de proyecto de ley."

»Con este acuerdo del Consejo de Ministros la comisién de estudio a que se refiere su
enviado especial ha concluido sus trabajos y puedo asegurarle —sin riesgo de ser desmenti-
do— que en nuestras deliberaciones, muy detenidas y prolongadas a lo largo de numerosas
sesiones, todas y cada una de las propuestas (que hoy constituyen el proyecto remitido a las
Cortes) fueron adoptadas por unanimidad, y que las deliberaciones se llevaron a cabo en un
gratisimo clima de auténtica cordialidad y compenetracién de criterios.

»Por lo dem4s, mi posicién personal en el tema de la libertad religiosa es notoria, pues la
he manifestado ptblicamente a través de una incansable actividad dirigida a contribuir a
plantear en el seno de la sociedad espafiola un cambio de mentalidad que permita implantar
entre nosotros, con toda valentia, el gran tema de la libertad en todos sus aspectos (no s6lo
referido a la particular problemética de la libertad religiosa), en los términos expuestos en la
Constitucién Gaudium et spes del Vaticano II, de incalculables consecuencias. Permitame
decirle —sin circunloquios— que pocos han desplegado como yo en Espafia mayor actividad
en tal sentido. Con referencia directa a la libertad religiosa he dado numerosos cursillos y
conferencias (en la Universidad de Navarra, en el Instituto Superior de Cultura Religiosa de
Madrid, en la Real Academia de Jurisprudencia, ante grupos selectos de sacerdotes de
diversas di6cesis), he escrito muchos articulos (en la prensa diaria, en revistas especializadas
como Atldntida, Palabra, etc.) y he trabajado con entusiasmo en la Comisién preparatoria
del proyecto de ley».

La carta terminaba con una breve rectificacién sobre el nombre de la materia de la que el
prof. Fuenmayor es Catedratico y la Universidad en la que ensefiaba.
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aspectos, en los términos que deseaba la Constitucién Gaudium et spes del
Vaticano II, que tenia unas consecuencias incalculables. Y me atrevi a
decir, porque era verdad, que pocos habfan desplegado en Espafia mayor
actividad que yo en esa direccién.

—Por lo que dice, el clima de la Comisién mixta fue de entendi-
miento. {Fue también satisfactorio el resultado final, es decir, la formu-
lacién del texto?

Por supuesto. El resultado fue muy satisfactorio. Me parece oportu-
no citar textualmente los dos primeros articulos de ese anteproyecto por-
que reflejan muy bien el modo en que vimos que se debfa dar respuesta a
las necesidades de la sociedad espafiola.

El articulo 1 decfa: «1. El Estado espafiol reconoce la libertad reli-
giosa como un derecho fundado en la dignidad de la persona humana, y
asegura la proteccién necesaria para que nadie sea coaccionado ni pertur-
bado en el uso legitimo de ese derecho. 2. En consecuencia, serd garanti-
zada la profesién y practica piblica y privada, individual, familiar y comu-
nitaria de cualquier creencia religiosa, sin otros limites que los establecidos
por Ley».

El Articulo 2.° establecfa: «1. El derecho de libertad religiosa no
tendrd més limitaciones que las derivadas del acatamiento a las leyes, el
respeto a la religién catélica y todas las demés confesiones, a la moralidad,
la paz y la convivencia publicas y a los legitimos derechos ajenos, como
justas exigencias de orden publico [...] 3. El ejercicio del derecho de
libertad religiosa ha de ser compatible en todo caso con el especial reco-
nocimiento atribuido a la Iglesia catélica en el ordenamiento juridico
espafiol».

El proyecto habia eludido formulaciones menos claras y habia re-
currido a las nociones de «orden publico» y «especial reconocimiento a la
Iglesia Catélica» para acomodar las exigencias de la ley a las circunstan-
cias particulares de Espafia. :

—iQué tramite siguié el anteproyecto antes de llegar al Consejo
de ministros? {Lo conocieron antes los ministros del gobierno?

Antes de ser aprobado por el Consejo de ministros el texto fue
enviado, claro estd, a todos los Ministros del Gobierno, que hicieron
abundantes sugerencias. Por ejemplo, el Informe de la Secretaria General
de Movimiento era muy extenso y detallado. Planteaba los problemas que
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surgfan al regular el derecho de libertad religiosa en una nacién confesio-
nalmente catélica.. Mds atn, vinculaba la unidad politica con la unidad
religiosa del pais®. El dictamen del Ministerio de Obras Publicas solicitaba
basicamente que se reconociera la proteccién oficial de la Religién Caté-
lica en el articulo 1.° del anteproyecto. Eso suponia reconocer esa protec-
cién oficial como un limite al principio general de libertad religiosa. El
informe del Ministerio de Agricultura sugerfa suprimir el Registro de aca-
télicos, porque podia ser perjudicial para la propia Iglesia catdlica.

Pero las observaciones m4s radicales eran efectuadas por Luis Carre-
ro Blanco. Por su interés, voy a leer algunas frases textuales: «Convendria
pensar si hace falta la solemnidad de una Ley para esto, que indudable-
mente ha de producir escdndalo en la masa del pueblo espafiol, o bastaria
una disposicién de menor rango, que, a mi juicio, no tiene ninguna urgen-
cia». La postura de Carrero Blanco estaba muy lejana del documento
conciliar. Pero su oposicién era importante, dada su identificacién e in-
fluencia en el Jefe del Estado.

—Esas observaciones i(afectaron al anteproyecto! {Fue preciso
retocarlo?

Hubo necesidad de retocarlo, si. La Comisién mixta volvié a reunir-
se del 15 al 19 de noviembre para estudiar las sugerencias. Con ocasién de
esas reuniones me tocd preparar junto con Marcelino Oreja la nueva
redaccién de unos cuantos articulos*. De esta forma el 19 de noviembre
de 1966 estuvo preparado un nuevo Anteproyecto de Ley por el que se
regulaba el ejercicio del Derecho a la Libertad religiosa, que fue remitido
a los Obispos.

Ese proyecto recibi6 las sugerencias de la Conferencia Episcopal y el
«no existe objecién» de la Secretaria de Estado del Vaticano. Siempre
estuvo claro que no era materia concordada, sino acto unilateral del
Gobierno de Espana.

Después de estos tramites pasé de nuevo a estudio de los Ministros
para su aprobacién en Consejo. También en este caso hubo sugerencias de
modificacién. Dos Ministros sugerfan la supresién de los adjetivos «publico

40. La dificultad de regular el derecho de libertad religiosa en un pafs confesionalmente
catdlico «se ve acrecida por el hecho histérico de que nuestra unidad religiosa ha sido y es
un factor bésico y constitutivo de nuestro ser como comunidad politica soberana e inde-
pendiente».

41. Fueron los articulos 8, 10, 14, 15, 16, 17, 23 y 27.
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y privado, individual, familiar y comunitario» en el segundo epigrafe del
articulo 1.°. Pensaban que era innecesario calificar tan extensamente el
derecho de libertad religiosa. El Ministerio de Justicia respondié a esta
observacién haciendo ver que esa férmula reflejaba adecuadamente la
extensién del principio de libertad. Y se hacfa mencién también de los
redactores, Ramén Lamas, Laureano Pérez Mier y yo mismo*.

—De todas formas la dltima palabra sobre el anteproyecto la
tenia el Consejo de ministros. {Cuindo fue aprobado el texto por el
gabinete?

La aprobacién definitiva del anteproyecto por el Gobierno se produ-
jo el 24 de febrero de 1967. Antes hubo una importante reunién de la
Comisién mixta Asuntos Exteriores-Justicia el 14 de febrero. El Subsecre-
tario de Justicia informé de las modificaciones acordadas por el Consejo de
Ministros celebrado el dfa 10. Se admitieron algunas de las enmiendas y se
razond la no admisibilidad de otras. También se subrayé la importancia de
no alterar en lo sustancial un proyecto que era conocido y esperado por
muchos®.

Con su aprobacién definitiva por el Consejo de ministros, el texto
de julio de 1966 habfa sufrido modificaciones, aunque las m4s importantes
se produjeron después, en su paso por las Cortes.

—{Cudl era el clima de las Cortes espafiolas ante el proyecto?
{Qué dificultades encontré en su tramite parlamentario?

Antes debo decir una cosa. Es muy dificil hacer justicia a los acon-
tecimientos treinta afios después, sobre todo si uno se encuentra c6moda-
mente asentado en los cambios culturales, religiosos y sociales que se han
producido en Espafia. Parecen cosas muy caducas las dificultades que se
suscitaban entonces en la sociedad espafiola ante la promulgacién de
.aquella ley. Pero eran dificultades reales. Las resumié muy bien el Subse-
cretario de Justicia Alfredo Lépez, en una nota que redacté el 12 de mayo
de 1967. Entonces el proyecto de Ley ya habfa sido aprobado por la
Comisién de Presidencia y Leyes Fundamentales de las Cortes Espafiolas,

42. Ese «pdrrafo fue redactado, precisamente, por los Monsefiores Lamas y Pérez Mier y
D. Amadeo de Fuenmayor, como asesores del Ministerio de Justicia, acertando a concretar
en una férmula adecuada toda la extensién del derecho de libertad religiosa».

43. «Finalmente se hace resaltar la gravedad de que se produzca cualquier alteracién
sustancial en un Anteproyecto que ya es conocido en amplios sectores».
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que fue la Comisién que estudié el proyecto antes de pasar a su aprobacién
al pleno.

Alfredo Lépez sefialaba* una serie de estados de opinién. Eran
diversos pero todos ellos perceptibles para quien tuviera un poco de olfato
social y politico. Por una parte estaban quienes vefan la libertad religiosa
con temor. Temfan que el pueblo catélico, por falta de formacién, no
entendiese bien el alcance de esa libertad, y su conciencia se deformara.
Un segundo sector temia cualquier clase de libertad. El tercer sector tenia
una visién politica del asunto. Lo que temfa era que el subrayado del
concepto de dignidad de la persona humana pudiera suscitar otros afanes
de autonomia, ya no en el d4mbito de la libertad religiosa, sino en el
terreno de la vida politica espafiola. Después estaba el grupo que se movia
por criterios liberales, que se sumaban a la libertad religiosa como a todo
lo que supusiese libertad. En tGltimo término estaba el «grupo ajustadamen-
te conciliar», como decia Alfredo Lépez, que buscaba la aplicacién leal de
las ensefianzas del Concilio.

—{Encontraron eco estas posturas en la discusién del proyecto?

Casi todas estas posturas se manifestaron en el tradmite parlamenta-
rio. Se presentaron 239 enmiendas. Y en su conjunto, el paso del proyecto
de ley por el parlamento supuso la inclusién de «criterios restrictivos» en
algunos articulos, aunque en otros el proyecto de ley fue mejorado.

Tal vez lo que mejor calibre las dificultades que encontraba el
proyecto y la implantacién de la libertad religiosa en Espafia fueron las
modificaciones introducidas en el articulo 1.° y en el parrafo 1 del articulo

44. Alfredo Lépez sefialaba al referirse a los «estados de opinién» c6mo por una parte
estaban quienes «ven con temor la libertad religiosa en Espafia pensando que la misma
puede perturbar la conciencia del pueblo espafiol, catélico, ciertamente, pero no provisto de
la formacién suficiente»; un segundo sector se movfa «por un temor, no poco extendido, a
la libertad», se trataba de personas que temfan cualquier clase de libertad; un tercer sector
«con una visién més politica, teme que el concepto de dignidad de la persona humana
produzca una serie de circulos concéntricos, uno de los cuales sea el de la libertad religiosa,
que necesariamente haya de ser rodeado de otros que afectan a la vida politica espafiola»;
habfa «un grupo que se mueve por unos criterios liberales, de muy distinto matiz, que,
naturalmente, se suman a la libertad religiosa y a todo lo que suponga libertad». En dltimo
término, podemos situar el «grupo ajustadamente conciliar, que busca la aplicacién leal de
las ensefianzas del Concilio con prudencia, adaptdndolas a las circunstancias de Espaia y
con la seguridad inconmovible de que por ese camino es por donde debe ir el desarrollo
politico, social y econémico de Espafia».
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2., En estos textos se decia entre otras cosas que el ejercicio del derecho
a la libertad religiosa, tenfa que ser compatible en todo caso con la confe-
sionalidad del Estado espafiol proclamada en sus Leyes Fundamentales. Se
decfa también que entre los limites del ejercicio de ese derecho se encon-
traba el respeto a la Religién catélica, que era la religién de la nacién
espafola.

Antonio M.* Oriol, Ministro de Justicia, hizo un discurso en defensa
del proyecto de ley de libertad religiosa*. Hizo ver que existia plena
compatibilidad entre estos tres factores: el hecho sociolégico del catolicis-
mo (es decir, la unidad catélica de Espafia), su reflejo politico (que era la
confesionalidad del Estado) y la libertad civil en materia religiosa.

— Y usted cree que la formulacién definitiva de la Ley respondia
a las exigencias del decreto conciliar de libertad religiosa?

Por lo menos no dejaba de plantear graves dificultades. El Concilio
habia sefialado que el derecho a la libertad religiosa era un derecho fun-
dado en la dignidad de la persona humana; y, como ya he sefalado,
algunos sectores de opinién planteaban la confesionalidad catdlica del
Estado como un limite a la libertad religiosa.

Mi opinién personal era aceptar la vigencia de la confesionalidad.
Pero una confesionalidad que habfa que repensar, porque no cabia estable-
cer un régimen de libertad religiosa que estuviera supeditado a la confesio-

nalidad del Estado.

45. El articulo 1.° de la Ley aprobada en Cortes decfa as:

«1. El Estado espafiol reconoce el derecho a la libertad religiosa fundado en la dignidad
de la persona humana y asegura a ésta, con la proteccién necesaria, la inmunidad de toda
coaccién en el ejercicio legitimo de tal derecho. 2. La profesién y practica privada y publica
de cualquier religién serd garantizada por el Estado sin otras limitaciones que las establecidas
en el articulo 2.° de esta Ley. 3. El ejercicio del derecho a la libertad religiosa, concebido
segin la doctrina catélica, ha de ser compatible en todo caso con la confesionalidad del
Estado espafiol proclamada en sus Leyes Fundamentales».

El § 1 del articulo 2.° estaba redactado en los siguientes términos: «El derecho a la libertad
religiosa no tendrd més limitaciones que las derivadas del acatamiento a las Leyes; del
respeto a la Religién catélica, que es la de la Nacién espafola, y a las otras confesiones
religiosas; a la moral, a la paz y a la convivencia piblicas y a los legitimos derechos ajenos, .
como exigencias del orden piblico».

46. Explic que su deseo era aclarar el «equivoco profundamente perturbador acerca de
la incompatibilidad entre la unidad catélica y la libertad civil en materia religiosa», pues
«Esta misma fe es la razén tnica del proyecto de ley que en estos momentos tengo el honor
de defender ante las Cortes Espariolas». . Ademds sefialé que el objetivo habfa sido «armoni-
zar el hecho sociolégico de nuestro catolicismo y su reflejo politico, la confesionalidad del
Estado, con el estatuto civil de libertad religiosa».
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—La impresién es que mantenia usted algunos reparos con res-
pecto a la versién definitiva de la Ley...

Ya le he dicho cuél era mi opinién personal. Conservo todavia
algunas notas preparadas como asesor del Ministerio de Justicia para ser
utilizadas ante las diversas enmiendas al proyecto de ley. En una, que
hacia relacién a la enmienda n.° 1 (esa enmienda proponia incluir la
unidad catélica de Espafia entre las exigencias del orden publico), escribi
que no parecia necesario ni oportuno tranformar ese concepto doctrinal en
concepto juridico”’. El Concilio se habfa pronunciado desde una perspecti-
va que podriamos llamar natural o sociolégica y no hacia falta recurrir a
nociones de orden distinto.

Esto constitufa un criterio profundamente arraigado en mi. Lo habfa
manifestado pablicamente muchas veces. La nueva mentalidad que habia
que crear era la de la aceptacién plena de la libertad. La convivencia
eclesial y civil debifa estar presidida por la libertad. No se podia aprobar el
régimen de libertad religiosa desde una perspectiva tdctica. La libertad
religiosa o se entendia desde la libertad en general o no serfa entendida de
ninguna manera. Asi lo dije, por ejemplo, en unas declaraciones publica-
das en «La Actualidad Espafiola»* poco antes de la aprobacién de la Ley.

—Parece, D. Amadeo, que la confesionalidad catélica del Estado
no resultaba ficil de comprender si se enmarcaba en el dambito de la
libertad religiosa. No que fuese incompatible, sino que muchos no
llegaron a ver la compatibilidad...

Sobre todo si se entendfa la confesionalidad catélica del Estado con
unas exigencias —las preconciliares— dificiles de armonizar con la tutela
de la libertad religiosa. Para algunos debfa constituir un limite a este
régimen de libertad. La libertad religiosa quedaria entonces situada, dentro
del ordenamiento del Estado, en un plano inferior al de la confesionalidad.

47. «(...) porque podria tacharse —con mayor o menor fundamento— como contrario al
dinamismo y a la orientacién eminentemente sociolégica que ha dado el Vaticano II a la
problematica de la libertad religiosa y de su régimen juridico civil».

48. «El problema mayor de la libertad religiosa estriba en la necesidad de crear, en todos
los niveles, una auténtica mentalidad nueva, que haga de la libertad y de las libertades una
expresién nueva de convivencia eclesial y civil. En Espafia —ha dicho el profesor de la
Universidad de Navarra— corremos el peligro de hacer una adaptacién téctica de la Decla-
racién conciliar. Una mirada licida a nuestra realidad civil y eclesidstica descubre que esa
simple adaptacién no lleva a ninguna parte. Quiero decir que la Declaracién del Vaticano
I s6lo es viable aqui (en Espafia), a condicién de que se plantee en el contexto de la libertad
en general» (La Actualidad Espariola, 25.X1.1966).
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Estas fueron las perplejidades que aparecieron en los dictdmenes de los
organismos del Estado y en las numerosas enmiendas formuladas en las
Cortes al texto que habfamos elaborado cuidadosamente en la Comisién
mixta. Todo esto tuvo ademds mucho eco en la prensa, que dio informa-
cién de los debates, muy apasionados, que tuvieron lugar en las Cortes.

Yo no digo que fuera un tema fécil. Esas mismas perplejidades se
habian suscitado también en el aula conciliar, y fueron tan intensas que el
documento de la libertad religiosa exigié que el esquema originario fuera
reelaborado seis veces.

Habia muchos interrogantes. El 12 de diciembre de 1966 tuve oca-
sién de ocupar la tribuna de la Real Academia de Jurisprudencia y Legis-
lacién, en el acto de inauguracién del curso 1966-67. Pensé que podia
contribuir a disipar algunos interrogantes que se habfan producido. El
tema de mi discurso fue precisamente éste: «Problemas actuales de la
confesionalidad del Estado»*.

—{Fue ésta su ultima actuacion publica antes de la aprobacién
de la Ley?

Si, ésta fue mi dltima actuacién piblica antes de promulgarse la Ley
de Libertad religiosa. Quise destacar que el Vaticano II habfa puesto de
manifiesto una nueva eclesiologfa, la nueva imagen que la Iglesia tenfa de
s{ misma y ofrecfa a toda la humanidad. Me preocupaba hacer entender
que los Estados que desearan mantener de modo auténtico su confesiona-
lidad tenfan que ser fieles a esa imagen, con todos los criterios practicos
que se derivaban de ella.

El Concilio no considera superada la idea de confesionalidad referi-
da al Estado. La admite, pero como un hecho, como una hipétesis posible.
Y ademds la refiere no sélo al reconocimiento especial de la religién
catélica, sino también al caso de otras religiones (confesionalidad isldmica,
budista, luterana). Esto era un planteamiento nuevo, de grandfsimo alcan-
ce.

Ahora bien, para el Concilio la confesionalidad del Estado arrastra
siempre las exigencias de la libertad, de la doble defensa que la Iglesia
hace de su propia libertad, y de la libertad que segtin la misma Iglesia debe
reconocerse en los ordenamientos civiles a todos los hombres y comunida-
des religiosas. El Concilio presenta como un binomio inseparable la hips-

49. Ya publicado con este titulo en «Ius Canonicum», vol. VI-II, 1966, pp. 375 y ss.
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tesis de confesionalidad —catélica o no— y la exigencia de un régimen
civil de libertad religiosa.

—iQué consecuencias sacaba usted de todo esto para el caso
espaiiol?

Con referencia expresa al caso espafiol sefialé que la primera exigen-
cia de la confesionalidad del Estado era un estatuto sobre la. libertad
religiosa. Un estatuto que tuviese en cuenta las exigencias del bien comin,
y que por lo tanto podfa llevar consigo el especial reconocimiento de la
Iglesia catélica. Pero, como quiere el Concilio, el Gnico limite del ejercicio
de ese derecho es el orden piblico, precisamente como parte esencial del
bien comin®.

— A veces se critica no haber aprovechado aquel momento hist6-
rico para acabar con el principio de la confesionalidad del Estado. {Qué
opina usted de estos reproches?

Es verdad que hay personas que casi treinta afios después han
afirmado que se perdié una ocasién para establecer unas relaciones socie-
dad politica-sociedad religiosa ajenas al principio de confesionalidad del
Estado. Pero parecen no conocer las convicciones de algunos de los miem-
bros de la Comisién de las Cortes que estudié el proyecto de ley. Estaba
profundamente enraizado en amplios sectores de la sociedad espafiola que
no se hiciera cuestién de la confesionalidad del Estado. Plantear la acon-
fesionalidad del Estado hubiera supuesto abrir un proceso constitucional.
Se acababa de aprobar una actualizacién del articulo 6.° del Fuero de los
Espafioles, que declaraba la confesionalidad. Eso lo hizo el Gobierno previa
consulta a la Santa Sede; y habifa servido para introducir en la legislacién
espafiola el derecho a la libertad religiosa.

El paso del proyecto de ley por las Cortes, como ya he dicho, supuso
algunas mejoras y la aprobacién de algunas enmiendas restrictivas. Eviden-
temente la ley podia haber sido m4s coherente con la Declaracién conci-

50. «El Estatuto sobre la libertad religiosa debers formularse —como toda ley civil—
tomando en cuenta las exigencias del bien comin. A él debe acudir el legislador para
armonizar el especial reconocimiento de la Iglesia catélica con la tutela efectiva de la
libertad religiosa de todos los ciudadanos y comunidades; bien entendido que el Concilio
acude a la nocién de orden piblico —en cuanto constituye “la parte fundamental del bien
comin”— para sefialar el Gnico criterio a que debe atender la ley civil en la determinacién
de la limitaciones que cabe imponer en el ejercicio de los derechos inherentes a la libertad
religiosa».
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liar sobre libertad religiosa. Pero no se puede desconocer, y algunos auto-
res lo han reconocido expresamente®, que el esfuerzo del legislador fue
muy grande, opuesto a una tradicién contraria de siglos. Y que la pruden-
cia politica dificilmente podfa permitir m4s.

—{Qué balance piensa usted que podria hacerse, a la distancia de
seis lustros, de la primera Ley de libertad religiosa en Espafia, promul-
gada en 19677

Lo maés positivo de la ley de 1967 es lo que tuvo de apertura de un
proceso dindmico. Eso compensaba sus limitaciones, que fueron el resulta-
do de una cierta transaccién entre los dos grupos que se formaron en las
Cortes. De todas maneras esas transacciones hicieron posible una ley de
libertad religiosa en Espafa.

51. «El esfuerzo del legislador, partiendo de una centenaria tradicién contraria a la
libertad religiosa, en todos los 6rdenes, ha sido enorme, y la prudencia politica dificilmente
podfa permitir cota més alta en el giro que la Iglesia misma impone con el nuevo espiritu de
apertura; quizd si podia haberse aprovechado mejor la fuerte dindmica de las Leyes Funda-
mentales del Estado espafiol, y esta serd la que en posterior o posteriores fases pedird la
modificacién de algunos aspectos restrictivos de la Ley, una vez que la experiencia demues-
tre que la unidad catélica y su proyeccién en la unidad nacional, en nada se resquebraja y
se conmueve si aquella responde a una autenticidad del acto de fe de los espafioles» (J.
Pérez-Llantada, La libertad religiosa en Esparia y el Vaticano II (Madrid 1974), p. 325).





